
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ ÁNGEL PÉREZ HERNÁNDEZ, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES 

El que suscribe, diputado José Ángel Pérez Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Encuentro Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los artículos 6, numeral 2, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto 

que adiciona una fracción X al artículo 116 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, al 

tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Los portadores de la fe pública históricamente deben tener certeza y ética en su actuar, en este sentido, nuestro 

sistema constitucional y legal ha construido a través del tiempo un andamiaje formal y material donde el Estado 

dota a ciudadanos profesionales, imparciales, con intachable conducta y alta moralidad para dar seguridad, y 

certidumbre a los actos jurídicos que realicen los ciudadanos, de aquí radica su importancia para prevenir 

conflictos. 

La naturaleza jurídica de la fe pública nace originalmente como un “atributo del Estado, en virtud de su imperio, 

que se ejerce a través de los órganos estatales, pues por disposición de la ley, los fedatarios la reciben mediante 

la patente respectiva, y aunque conforme al sistema jurídico mexicano no forman parte de la organización del 

Poder Ejecutivo sí son vigilados por éste. Así, por medio de la fe pública el Estado garantiza que son ciertos 

determinados hechos que interesan al derecho; de ahí que deba considerarse como la garantía de seguridad 

jurídica que da el fedatario tanto al Estado como al particular, ya que al determinar que un acto se otorgó 

conforme a derecho y que lo relacionado con él es cierto, contribuye al orden público, a la tranquilidad de la 

sociedad en que se actúa y a dar certeza jurídica”.
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Es entonces que la fe pública determina seguridad jurídica en una variedad de conductas, decisiones y hechos de 

la vida pública y privada de nuestro país, ya que hay diversidad de fedatarios que dan certeza en materias como 

la administrativa, la judicial, la registral, la consular, la ministerial, la notarial, entre otras; es aquí, donde resulta 

importante mencionar que la fe pública que reviste al notario es una de las más relevantes de nuestro sistema 

social y jurídico, ya que, “interviene en diversos actos como son testamentos, poderes, constitución de 

sociedades y asociaciones, así como de aquéllos cuyo objeto sean inmuebles, por ejemplo, compraventas, 

donaciones, hipotecas, fideicomisos y adjudicaciones por herencia. Además da fe de hechos, realiza 

notificaciones, requerimientos, existencia y capacidad de las personas, reconocimiento de firmas, 

protocolizaciones de actas y hechos materiales en general”.
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Por ello, es importante destacar brevemente los antecedentes constitucionales de la fe pública como una 

potestad e instrumento de certidumbre legal, misma que el Estado delega a los notarios. 

En este sentido, el Derecho Anglosajón Estadounidense señala que en la Confederación de Nueva Inglaterra del 

19 de marzo de 1643, en la Confederación de Filadelfia del 1 de marzo de 1781, en el Constituyente y la 

Constitución de los Estados Unidos de América de 1787, que a la letra dice: 

“Artículo Cuarto 

Primera Sección 



 
  

Se dará entera fe y crédito en cada estado a los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de todos 

los demás. Y el Congreso podrá prescribir, mediante leyes generales, la forma en que dichos actos, registros y 

procedimientos se probarán y el efecto que producirán”. 

Estos antecedentes repercutieron en la historia y vigencia constitucional de fe pública, así lo podemos constatar 

en las cartas magnas de 1824, 1842
3
 , 1857 y 1917 de nuestro país, que a la letra señalan, respectivamente: 

Constitución Política de 1824 

“Artículo 145. En cada uno de los estados de la federación se prestará entera fe y crédito a los actos, registros 

y procedimientos de los jueces y demás autoridades de los otros estados. El Congreso general uniformará las 

leyes, según las que deberán probarse dichos actos, registros y procedimientos”. 

Constitución Política de 1842 (primer proyecto de Constitución Política de la República Mexicana, fechado 

en la ciudad de México el 25 de agosto de 1842). 

“Artículo 133. En cada uno de los departamentos se prestará entera fe y crédito a los actos, registros y 

procedimientos de los jueces y autoridades de los otros Departamentos”. 

Constitución Política de 1842 (voto particular de la minoría de la Comisión Constituyente de 1842, fechado 

en la misma ciudad de México el 26 de agosto de 1842). 

“Artículo 25. Son obligaciones de los estados: 

IV. Observar estrictamente el principio de que en cada Estado de prestarse entera fe y crédito a todos los 

actos públicos de las autoridades de los demás (...)” 

Constitución Política 1842 (segundo proyecto de Constitución Política de la República Mexicana, fechado 

en la ciudad de México el 2 de noviembre de 1842). 

“Artículo 100. Son obligaciones comunes a cada uno de los departamentos (...) observar estrictamente el 

principio de que en cada departamento debe presentarse entera fe y crédito a todos los actos públicos de las 

autoridades de los demás”. 

Constitución Política de 1857 

“Artículo 115. En cada estado de la federación se dará entera fe y crédito a los actos públicos, registros y 

procedimientos judiciales de todos los otros. El congreso puede, por medio de leyes generales, prescribir la 

manera de probar dichos actos, registros y procedimientos, y el efecto de ellos”. 

Constitución Política de 1917 

“Artículo 121. En cada estado de la federación se dará entera fe y crédito a los actos públicos, registros y 

procedimientos judiciales de todos los otros. El Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, 

prescribirá la manera de probar dichos actos, registros y procedimientos judiciales de todos los otros. El 

Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, prescribirá la manera de probar dichos actos, registros y 

procedimientos y el efecto de ellos...” 

Constitución Política (texto vigente) 



 
  

“Artículo 121. En cada entidad federativa se dará entera fe y crédito de los actos públicos, registros y 

procedimientos judiciales de todas las otras. El Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, 

prescribirá la manera de probar dichos actos, registros y procedimientos, y el efecto de ellos...” 

Queda constancia que la fe pública es uno de los pilares de nuestro sistema constitucional y legal, la cual, queda 

reservada a las entidades federativas, ya que la federación no establece facultad para legislar concurrentemente 

en el artículo 73 de nuestra Carta Magna, pero, sí puede reformar el artículo 116, sin vulnerar el contenido 

competencial establecido en el artículo 124 constitucional. 

En este sentido, es importante mencionar que la fe pública notarial en las últimas décadas ha tenido diversas 

observaciones de la opinión pública, por presuntamente avalar y estar vinculada a hechos de corrupción de 

diversos ex gobernadores, los cuales hicieron uso de una facultad metaconstitucional para designar notarías a 

complacencia de acuerdo a sus intereses políticos y particulares, ignorando los requisitos, principios y 

procedimientos transparentes, pasando éstos a ser testimoniales. 

Al respecto, casos recientes podemos mencionar el de Javier Duarte, exgobernador de Veracruz, quien utilizó a 

notarios para crear empresas fantasma que le otorgaron contratos millonarios en diversas materias durante su 

sexenio. 

Otro caso, que rodea y pone en tela de juicio la naturaleza imparcial, objetiva y social de la fe pública, es la 

asignación de notarías con tintes de nepotismo donde familiares y amigos de ex gobernadores logran la 

obtención de la potestad notarial, un ejemplo de ello es lo ocurrido en el estado de México con el exgobernador 

Eruviel Ávila Villegas, que a dos meses de terminar su encargo, otorgó 12 notarías a personas vinculadas a su 

administración. 

Y qué decir de Coahuila, cuando en 2005 el entonces gobernador Enrique Martínez repartió notarías a panistas, 

diputados locales y a integrantes del tribunal superior de justicia de esta entidad federativa. 

Estos casos, junto con otros más han contribuido que la corrupción sea notoria en el servicio público 

vinculándose con el sector privado, por ello, es necesario que se termine con el otorgamiento discrecional y a 

modo de las notarías de nuestro país. Es así, que esta iniciativa pretende contribuir en el rencauzamiento de la fe 

pública notarial y a bajar los altos índices de corrupción que aquejan a México. 

Bajo estos argumentos es necesario respetar el conocimiento, la independencia y la objetividad de aquellos 

perfiles ciudadanos que quieran hacer una carrera notarial y lograr en sus entidades federativas una notaría 

pública para servir con ética, probidad jurídica y profesionalismo al estado, pero, sobre todo a la sociedad, para 

combatir la corrupción, en la cual, por ejemplo, los notarios son pieza clave para evitar el lavado de dinero. 

En este sentido, es necesario recordar la esencia de lo impulsado por Benito Juárez en 1867 en la Ley Orgánica 

de Notarios y Actuarios del Distrito Federal, en la cual, se otorgaba a los notarios: 

- Plena autonomía. 

- Sello notarial. 

- Eliminación de la venta de notarías, práctica existente desde la época colonial. 

- Separación de los actos del notario del Poder Judicial. 



 
  

- Estableció como requisitos realizar dos exámenes: uno de conocimientos y otro de un caso práctico ante un 

tribunal superior.
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Es por ello, que el Grupo Parlamentario de Encuentro Social está a favor impulsar y garantizar procesos 

transparentes, concursos de oposición autónomos y ajenos a cuotas políticas para el otorgamiento de notarías en 

las 32 entidades federativas bajo los principios de excelencia, especialización, legitimación, objetividad, 

profesionalismo, imparcialidad, sustentabilidad, independencia, equidad de género y de inclusión. 
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De esta manera, nuestro grupo parlamentario fortalecerá la ética, el profesionalismo, la imparcialidad y la 

objetividad de los procesos de selección notarial y de las más de 4 mil 100 notarías que existen en territorial 

nacional, para ser un ejemplo al interior de la Unión Internacional del Notariado que agrupa a más de 87 países. 

Porque para nosotros, la seguridad y certeza jurídica son fundamentales para consolidar el estado de derecho, 

proteger a las familias y a su patrimonio. 

Por lo anteriormente, expuesto, fundado y motivado, me permito someter a la consideración de esta Honorable 

Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto que adiciona una fracción X al artículo 116 de la Constitución Política de los Estado Unidos 

Mexicanos 

Único. Se adiciona una fracción X al artículo 116 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, 

para quedar como sigue: 

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 

y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo 

en un solo individuo. 

Los poderes de los estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las 

siguientes normas: 

I. a IX. (...) 

X. Las constituciones de las entidades federativas garantizarán que la selección de notarios públicos 

sea a través de procesos de evaluación transparentes y concursos de oposición autónomos, con base en 

los principios que rigen la función notarial. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Las entidades federativas ajustarán su legislación al presente decreto en 180 días naturales posteriores 

a su entrada en vigor. 

Notas 

1 169497. 1a. LI/2008. Primera Sala. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXVII, junio de 2008, Pág. 392. 



 
  

2 http://www.notariadomexicano.org.mx/notariado/notario.html  

3 Bases Constitucionales 1842 

4 http://ri.uaemex.mx/bitstream/handle/20.500.11799/58093/TESISVHBG.pdf?sequence=1   

5 Artículo 52 de la Ley del Notariado para la Ciudad de México 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2019. 

Diputado José Ángel Pérez Hernández (rúbrica) 
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